
















































































 

Señores: 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
FACATATIVÁ 

E.           S.           D. 
 

REF. RECURSOS DEAPELACIÓN 

EXPEDIENTE Nº 2020 00133 

 

DEMANDANTE: Dora Alicia Silva Espitia Y Otro 

DEMANDADO: Municipio De Guaduas Y Otros 

 

REPARACIÓN DIRECTA 

 

RUBIELA CONSUELO PALOMO TORRES, mayor de edad, residente en Guaduas- 

Cundinamarca, abogada en ejercicio, identificada con cédula de ciudadanía 

No.1.022.362.333 de Bogotá, con tarjeta profesional Nº 257970 del C.S.J., legalmente 

reconocida, en mi condición de apoderada especial de la señora DORA ALICIA SILVA 

ESPITIA, mayor de edad, identificada con C.C. 21.112.688, expedida en Villeta – 

Cundinamarca y el señor ISAAC RAMIREZ NOVOA,  mayor de edad, identificado con 

C.C. 413.300 expedida en Tibacuy, residente en Guaduas- Cundinamarca, 

comedidamente ocurro ante este Honorable trubunal, con el fin de manifestarle , que 

estando dentro de la oportunidad legal respectiva, por este escrito sustento recurso de 

apelación interpuesto contra auto de fecha 14 de abril de 2021 que rechaza la demanda , 

por no haber subsanado dentro de la oportunidad legalmente establecida, por medio del 

cual se decretan pruebas dentro del expediente referido, sustentando el recurso con los 

siguientes: 

 

 

 

 

 

 



 

HECHOS 

 

PRIMERO:La demanda fue presentada con el lleno de los requisitos legales de que trata 

el artículo 162 del C.P.A.C.A, el 23 de septiembre de 2020. 
 

SEGUNDO: El día 20 de noviembre de 2020 se notifica por estado Nº 36, el auto que 

INADMITE la DEMANDA presentada por la señora DoraAlicia Silva Espitia e Isaac 

Ramírez Novoa, a través de apoderada judicial,en contra del Municipio de Guaduas – 

Empresa de Servicios Públicos de Guaduas Cund. S.A E.SP. – Aguas del Capira-, Caja 

de Compensación Familiar Colsubsidio y Consorcio Dorado, debido a que despacho 

indicó que dentro de la demanda digital en los anexos no estaba la constancia de que la 

parte demandante haya notificado en debida forma a las entidades demandadas, razón 

por la cual, al no tener la constancia dentro de los archivos de la demanda, el inadmitirla. 

El juzgado expresó  que no se encontró prueba del trámite conciliatorio extrajudicial de 

que trata el numeral primero delartículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo ContenciosoAdministrativo, el cual es obligatorio para los asuntos conciliables en 

dondese formulen pretensiones de reparación directa a saber: 

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. Lapresentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previosen los siguientes casos: 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 

constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 

pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación 

directa y controversias contractuales. 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y 

cuando no se encuentre expresamente prohibida…” 

De conformidad con lo anterior, el Juzgado manifestó que no encontró que se haya 

cumplido con dicho requisito ya que aunque se hizo mención a la constancia de tramite 

conciliatorio, no se encontró dentro de los anexos la respectiva acta suscrita por la 

Procuraduría Judicial queindique el adelantamiento y culminación de ese requisito de 

procedibilidad, por lo que correspondió a la apoderada judicial de la parte demandante 

allegar dentro delos diez (10) días siguientes a la notificación del auto de inadmisión de la 

demanda, laconstancia de notificación a los demandados y la respectiva actaconciliatoria 

suscrita por la Procuraduría Judicial, para subsanar los yerros relacionados anteriormente. 

 
 
TERCERO:El día 24 de noviembre de 2020 en tenor del decreto 806 de 2020, articulo 

6,que indica que: “al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 

electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 



proceder el demandante cuando al inadmitirse la demandapresente el escrito de 

subsanación. El Secretario o el funcionario que haga susveces velará por el cumplimiento 

de este deber, sin cuya acreditación laautoridad judicial inadmitirá la demanda”. Se 

procede a notificar a las partes demandadas, adjuntando la respectiva copia de la 

demanda y citación de notificación personal. 

CUARTO: El miércoles 25 de noviembre de 2020 dentro del término legal previsto, se 

presenta escrito de subsanación del expediente 2020-00133, ante JUZGADO SEGUNDO 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCULO JUDICIAL DE FACATATIVA, a través de 

medio digital adjuntado el respectivo memorial de subsanación, junto con constancia de 

conciliación extrajudicial de Procuraduría y el respectivo soporte de notificación de los 

demandados. 

QUINTO: El día 14 de abril de 2021 se notifica por estado No 12, auto que RECHAZA la 

demanda de la referencia interpuesta, por no haber subsanado la demanda, debido a que 

al notificar a los demandados no presentó en sede electrónica escrito de subsanación de 

la demanda dentro del término legal otorgado para tal fin, sin embargo, luego de la lectura 

del mismo, su despacho,estableció que los contenidos de los correos electrónicos 

dirigidos a las entidades demandadas contienen copia del escrito de demanda y la  

constancia de notificación personal, pero no se evidenció la copia del memorial de 

subsanación de la misma ni  la  constancia de trámite conciliatorio extrajudicial.  

SEXTO: El día 18 de abril de 2021, al verificar los correos de notificación y al confirmar el 

yerro incurrido por la parte demandante, se procedió a reenviar dicho correo notificando a 

las partes, adjuntando, demanda, memorial de subsanación de la demanda, constancia de 

conciliación extrajudicial emitida por la Procuraduría, la respectiva  certificación de la 

notificación personal de la  de la demanda, y  constancia de envió de documentos 

pendiente de la subsanación a las partes demandadas para corregir  el yerro dentro de los 

términos del presente recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Fundo el recurso en lo preceptuado en las siguientes normas: 

Artículo 243 del CPACA. APELACION 

Son apelables las sentencias de primera instancia y los siguientes autos proferidos en la 

misma instancia:  

1. El que rechace la demanda o su reforma, y el que niegue total o parcialmente el 

mandamiento ejecutivo.  

 

 

 

 

 



Artículo 3 del CPACA. PRINCIPIOS 

Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las 

actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los principios consagrados en la 

Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y en las leyes especiales. 

Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los 

principios del debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, 

responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad. 

1. En virtud del principio del debido proceso, las actuaciones administrativas se 

adelantarán de conformidad con las normas de procedimiento y competencia establecidas 

en la Constitución y la ley, con plena garantía de los derechos de representación, defensa 

y contradicción. 

 

En materia administrativa sancionatoria, se observarán adicionalmente los principios de 

legalidad de las faltas y de las sanciones, de presunción de inocencia, de no reformatio in 

pejus y non bis in idem. 

3. En virtud del principio de imparcialidad, las autoridades deberán actuar teniendo en 

cuenta que la finalidad de los procedimientos consiste en asegurar y garantizar los 

derechos de todas las personas sin discriminación alguna y sin tener en consideración 

factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva. 

4. En virtud del principio de buena fe, las autoridades y los particulares presumirán el 

comportamiento leal y fiel de unos y otros en el ejercicio de sus competencias, derechos y 

deberes. 

5. En virtud del principio de moralidad, todas las personas y los servidores públicos están 

obligados a actuar con rectitud, lealtad y honestidad en las actuaciones administrativas. 

11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos 

logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente 

formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo 

con este Código las irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la 

efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa. 

12. En virtud del principio de economía, las autoridades deberán proceder con 

austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el 

más alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las 

personas. 

13. En virtud del principio de celeridad, las autoridades impulsarán oficiosamente los 

procedimientos, e incentivarán el uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones, a efectos de que los procedimientos se adelanten con diligencia, dentro 

de los términos legales y sin dilaciones injustificadas. 



 

ARTICULO 228 de la Constitución Política de Colombia 

La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 

actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en 

ellas prevalecerá el derecho sustancial. 

SUSTENTACION DE APELACION 

En mi condición de apoderada especial de la parte demandante en el proceso de la 

referencia, y estando dentro del término legal para sustentar la apelación incoada, 

comedidamente me dirijo a esta Honorable Corporación, a fin de que se sirva revocar el 

auto impugnado, teniendo en cuenta los siguientes razonamientos de orden legal y 

doctrinario, con los cuales sustento el recurso: 

 

PRIMERO: El JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITOJUDICIAL 

DE FACATATIVÁ según su criterio, decide rechazar la demanda instaurada mediante 

proveído fechado el día 14 del mes de Abril de 2021 porque “debido a que al notificar a 

los demandados se presentó en sede electrónica escrito de subsanación de la demanda 

dentro del término legal otorgado para tal fin, sin embargo, luego de la lectura del mismo, 

su despacho, estableció que los contenidos de los correos electrónicos dirigidos a las 

entidades demandadas contienen copia del escrito de demanda y la  constancia de 

trámite conciliatorio extrajudicial, pero no se evidenció la copia del memorial de 

subsanación de la misma,”es decir, no se había observado ni cumplido con lo dispuesto 

en el Decreto Legislativo 806 de 2020 en su artículo 6. El auto que rechaza in límine una 

demanda por considerar que no considerar que se subsano en debida forma. 

SEGUNDO: Con base a lo anterior es indispensable que su para este recurso de 

apelación se tenga en cuenta, que de acuerdo al artículo 3 del CPACA. Que habla de los 

principios, se identifica que las actuaciones administrativas se desarrollarán, 

especialmente, con arreglo a los principios del debido proceso, igualdad, imparcialidad, 

buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, 

coordinación, eficacia, economía y celeridad. 

En esta demanda en particular al ser rechazada vulnera especialmente los principios de 

eficacia, economía y celeridad, que de acuerdo al análisis de algunos juristas podemos 

identificar lo siguiente: 

Eficacia. Este es también un principio de la función administrativa consagrado 
expresamente en el artículo 209 de la Constitución Política y ya se encontraba 
desarrollado en el artículo 3º del derogado CCA de 1984. En virtud del principio de 
eficacia se ha pretendido que la administración preste atención a la finalidad para la cual 
se tramitan los procedimientos administrativos, antes que a los detalles de trámite, dando 
aplicación a los principios de informalismo y de prevalencia del derecho sustancial. En 
consecuencia, es responsabilidad de la administración adoptar las medidas necesarias 



para lograr que el trámite del procedimiento no impida lograr la efectividad del derecho 
material discutido dentro de la actuación. 
 
En su consagración, el principio de eficacia involucra también el de la impulsión de oficio, 
es decir, que en virtud del principio analizado aparece el deber para la administración de 
lograr que los procedimientos administrativos efectivamente se tramiten, siendo su 
responsabilidad lograr que los mismos lleguen a su culminación. De esta manera, es 
deber de la autoridad administrativa impulsar el trámite del procedimiento de oficio, esto 
es, sin necesidad de que el interesado haga la solicitud. 

Además, en virtud del principio analizado la administración goza de todos los poderes 
necesarios para lograr la instrucción del procedimiento, de tal manera que se eviten 
dilaciones injustificadas y se superen los vicios de puro procedimiento que no incidan en 
aspectos fundamentales de la decisión a adoptar. De manera coherente, el artículo 41 del 
CPACA permite la corrección de irregularidades procedimentales en la actuación 
administrativa, incluso de oficio, superando con ello una de las discusiones que la 
aplicación de este principio presentaba en el derogado CCA de 1984. 

 

Economía. La economía es otro de los principios de la función administrativa a los que se 
refiere el artículo 209 de la Constitución Política que se ha sido consagrado por el artículo 
3º del CPACA. La definición consagrada en el CPACA involucra los principios de 
economía procedimental en sentido estricto y de eficiencia. En ese orden de ideas, la 
primera expresión de la economía se traduce en la racionalización y simplificación de los 
trámites administrativos y, con ello, supone un desarrollo del mandato general contenido 
en el artículo 84 de la Constitución. Es decir, que las autoridades administrativas 
únicamente pueden llevar a cabo los procedimientos consagrados en la ley y únicamente 
pueden hacer las exigencias expresamente autorizadas por la ley. De esta manera, las 
autoridades no pueden interpretar las normas de forma tal que den lugar a mayores 
trámites o a exigencias formales distintas a las señaladas legalmente. 
 
Además, en virtud del principio de economía se pretende una actuación eficiente por parte 
de la administración pública. Así, es deber de la autoridad administrativa actuar de tal 
manera que se generen la menor cantidad posible de costos administrativos y 
presupuestales para la adopción de la decisión, a la par de que se logre la mayor calidad 
posible en las actuaciones y la protección de los derechos de los sujetos que intervienen 
en los procedimientos administrativos. 

Con lo que se busca no generar un desgaste administrativo al rechazar la demanda, y 
garantizar a la parte demandante su acceso a la justicia. 

 

Celeridad. Por último aparece el principio de celeridad, el cual es también uno de los 
principios constitucionales de la función administrativa, consagrados en el artículo 209 de 
la Constitución Política. Este principio incluye varios de los elementos que también trae el 
principio de eficacia, como la impulsión de oficio y el deber de actuar con diligencia 
evitando dilaciones injustificadas. 
 
No obstante, el principio de eficacia se orienta al logro del derecho material discutido en el 
procedimiento administrativo, mientras que el principio de celeridad se orienta a que las 
decisiones de la administración sean ágiles, esto es, que se adopten en el menor tiempo 
posible. Para esta finalidad, la administración tiene el deber de impulsar oficiosamente el 



procedimiento y, en general, actuar con diligencia a efectos de que el procedimiento se 
trámite de manera expedita. Mención especial merece el incentivo al uso de los medios 
tecnológicos para efectos de lograr la agilidad en la adopción de las decisiones, en tanto 
que la norma promueve que se usen las tecnologías de la información y las 
comunicaciones como mecanismo idóneo para alcanzar la mayor velocidad posible en el 
trámite de los procedimientos administrativos. 

Lo que se busca con este recurso es permitir continuar con el proceso de la demanda de 

reparación directa, sin dilataciones, ni obstáculos que entorpezcan la finalidad del 

derecho, que es la justicia, garantizando así, a cada quien lo que le corresponde. 

TERCERO: El presente recurso de apelación busca que la administración de justicia no 

incurra en "exceso ritual manifiesto", ya que este desconoce el debido proceso, junto con 

el derecho de defensa, el acceso a la administración de justicia y el principio de 

prevalencia del derecho sustancial. Reiteración de jurisprudencia. 

CUARTO: La Constitución asegura tanto en el Preámbulo, como en los artículos 2°, 29, 

228, 229 y 250, la vigencia de un orden justo y la efectividad de los principios y de los 

derechos, incluido el acceso efectivo a la administración de justicia, la cual será debida, 

oportuna y acertadamente impartida. 

En desarrollo de esos principios y finalidades, en el artículo 29 ibídem se ha consagrado 

que el debido proceso debe aplicarse tanto en las actuaciones judiciales como en las 

administrativas y dentro de esa prerrogativa existe la garantía de toda persona, sea 

natural o jurídica como quedo visto, a ejercer su defensa y contar con la asistencia de un 

letrado para tal fin. 

Aunado a lo anterior, La Corteha indicado que el derecho a la defensa, como integrante 

del debido proceso, impone una serie de facultades de las partes. Al respecto, en el fallo 

T-383 de mayo 16 de 2011, con ponencia de quien ahora cumple igual función, se recordó 

lo consignado en el C-025 de enero 27 de 2009, M. P. Rodrigo Escobar Gil, donde con 

relación al respeto a esas garantías, en cualquier tipo de actuación judicial o 

administrativa, se consignó: 

"Una de las principales garantías del debido proceso, es precisamente el 

derecho a la defensa, entendido como la oportunidad reconocida a toda persona, 

en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, ‘de ser 

oíd[a], de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, 

contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación 

de las que se estiman favorables, así como de ejercitar los recursos que la ley 

otorga’. 

QUINTO:El artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 

Administración de Justicia ‘prevalecerá el derecho sustancial’, está reconociendo que el 

fin de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos 

consagrados en abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los 

conflictos de intereses. Es evidente que en relación con la realización de los derechos y la 

solución de los conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio. 



Por ende, las normas procesales, aunque de orden público y de obligatorio cumplimiento, 

son el medio para hacer efectivos los derechos sustanciales y solucionar conflictos, entre 

particulares o de éstos con el Estado. Lo anterior, sin desconocer la importancia que las 

formas propias de cada proceso tienen, pues su aplicación fue reconocida por el artículo 

29 de la Constitución. 

Así, partiendo del derecho de acceso a la administración de justicia y del principio de la 

prevalencia del derecho sustancial, se presenta un "‘exceso ritual manifiesto’ cuando hay 

una renuencia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por 

extremo rigor en la aplicación de las normas procesales", el cual puede conllevar el 

quebrantamiento de derechos fundamentales como el debido proceso y, dentro de él, la 

defensa, al igual que el acceso a la administración de justicia, ya que una vez identificado 

el yerro que generó la decisión del JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCULO JUDICIAL DE FACATATIVA, se buscó solucionar a la mayor brevedad 

allegando a las partes demandadas el memorial de subsanación, junto con la demanda, 

constancia de conciliación extrajudicial, y la respectiva notificación, garantizando así 

reparar el yerro identificado, dentro los términos legales que concede el presente recurso 

de apelación, basado en los principios de eficiencia, economía y celeridad, garantizando 

así el derecho sustancial sobre el formal, evitando el desgaste innecesario de la 

administración de justicia y el incurrir en un exceso ritual manifiesto. 

 

Con el Convencimiento de que lo expuesto se ajusta al ordenamiento contencioso 

administrativo y, es suficiente para que no se desconozca el derecho puesto en 

movimiento con la presentación de la demanda, ni se cierre la posibilidad del debate 

jurisdiccional, porque ésta cumple con los requisitos que ameritan su admisión, 

comedidamente hago las siguientes. 

PRETENSIONES 

PRIMERA: Se revoque el auto de fecha 14 de abril de 2021, proferido por el JUZGADO 
SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CÍRCULO JUDICIAL DE FACATATIVA, que 
RECHAZA  la demanda, por lo expuesto anteriormente. 
 
SEGUNDA: Que se admita la demanda y se le dé el trámite correspondiente al 

procedimiento de reparación directa. 
 
 

ANEXOS : 
 

Me permito anexar al presente recurso  los siguientes documentos 
 

1) Fotoco de la demanda  

2)  auto de inadmisión 

3) memorial de subsanación  



4) constancia de conciliación extrajudicial 

5) notificaciones el día 24 de noviembre de 2020 

6) rechazo de demanda 

7) notificaciones el día 18 de abril de 2021 

 

NOTIFICACIONES 

La suscrita apoderada recibirá notificaciones en la Secretaría del Juzgado, en mi oficina 

de abogada ubicada en la carrera 5 # 6-98 torres sur apto 404 , en Guaduas-

Cundinamarca, en mi correo electrónico Rubi12051@hotmail.com y/o en mi celular y 

WhatsApp número 3135798795.- 

 

 

Atentamente, 

 

 

RUBIELA CONSUELO PALOMO TORRES 

C.C.1.022.362.333 de Bogotá,  
T.P. 257970 del C.S.J 
 

 

 

 

  
 


